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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Reglamento de Organización  
y Personal 

ACUERDO de 28 de abril de 2010, del 
Pleno del Tribunal Constitucional, por el 
que se modifica parcialmente el Regla-
mento de Organización y Personal del Tri-
bunal Constitucional. («BOE» núm. 105 de 
30 de abril de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
en ejercicio de la competencia definida 
en el artículo 2.2, en relación con el ar-
tículo 10.m, de la Ley Orgánica 2/1979, 
de 3 de octubre, ha adoptado el siguiente 
Acuerdo:

Artículo único.

El Reglamento de Organización y Per-
sonal del Tribunal Constitucional, de 5 de 
julio de 1990  («BOE» número 185, de 3 
de agosto), parcialmente reformado por 
Acuerdos de 5 de octubre de 1994 («BOE» 
número 252, del 21); de 8 de septiembre 
de 1999  («BOE» número 227, del 22); de 
27 de febrero de 2001  («BOE» número 
57, de 7 de marzo); de 19 de diciembre 
de 2002  («BOE» número 307, del 24); de 
14 de mayo de 2003 («BOE» número 
124, del 24) y de 31 de marzo de 2008  

(«BOE» número 80, de 2 de abril), queda 
modificado en los términos siguientes:

1.  El artículo 34, bajo la nueva rú-
brica «Servicio de Doctrina Constitu-
cional», tendrá la siguiente redacción:

«1.  La Jefatura del Servicio de Doc-
trina Constitucional corresponderá a un 
Letrado, designado por el Presidente.

2.  Corresponde al Servicio:

a)  La planificación y gestión de la 
publicación y edición, por cualesquiera 
medios, de las resoluciones jurisdiccio-
nales y de la doctrina constitucional del 
Tribunal.

b)  La estadística jurisdiccional.»

2.  Se crea un artículo 34.bis que, 
bajo la nueva rúbrica «Servicio de Infor-
mática», tendrá la siguiente redacción:

«1.  La Jefatura del Servicio de Infor-
mática corresponderá a un Letrado, de-
signado por el Presidente.

2.  Corresponde al Servicio:

a)  La organización y gestión del sis-
tema informático, así como la preserva-
ción de la seguridad del mismo y de sus 
comunicaciones.

b)  La prestación de apoyo técnico a 
los usuarios.

Disposiciones generales
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3.  Bajo la autoridad del Letrado Jefe 
del Servicio, corresponderá al Subdirector 
de Tecnologías de la Información la rea-
lización de los estudios e informes y la 
formulación de las propuestas que pro-
cedan referentes a la adquisición de 
equipos y aplicaciones informáticas, la 
dirección técnica de la gestión del sis-
tema informático y la coordinación de los 
puestos de trabajo de contenido infor-
mático incluidos en la relación de puestos 
de trabajo del Tribunal.»

Disposición final.

El presente Acuerdo entrará en vigor el 
mismo día de su publicación en el «Bo-
letín Oficial del Estado».

Madrid, 28 de abril de 2010.–La Presi-
denta del Tribunal Constitucional, María 
Emilia Casas Baamonde.

Recursos de inconstitucionalidad

RECURSO de Inconstitucionalidad núme-
ro 2725-2010, en relación con diversos 
preceptos de la Ley de la Comunidad Au-
tónoma de Aragón 9/2009, de 22 de di-
ciembre, reguladora de Concejos Abiertos 
de Aragón. («BOE» núm. 96 de 21 de abril 
de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 14 de abril actual, ha 
admitido a trámite el recurso de inconsti-
tucionalidad número 2725-2010, promo-
vido por el Presidente del Gobierno, 
contra los artículos 3.a), 8, 16.2, 17 y las 
disposiciones adicionales primera y se-
gunda, y disposición transitoria única de 
la Ley de la Comunidad Autónoma de 
Aragón 9/2009, de 22 de diciembre, re-
guladora de Concejos Abiertos de Aragón. 
Y se hace constar que por el Presidente 
del Gobierno se ha invocado el artículo 
161.2 de la Constitución, lo que produce 
la suspensión de la vigencia y aplicación 
de los preceptos impugnados desde la 

fecha de interposición del recurso –30 de 
marzo de 2010– para las partes del pro-
ceso, y desde la publicación del corres-
pondiente edicto en el «Boletín Oficial 
del Estado» para los terceros.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

RECURSO de Inconstitucionalidad nú-
mero  2977-2010, en relación con di-
versos preceptos de la Ley 2/2010, de 31 
de marzo, de la Generalitat, de Medidas de 
Protección y Revitalización del Conjunto 
Histórico de la Ciudad de Valencia. («BOE» 
núm. 96 de 21 de abril de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 14 de abril actual, ha 
admitido a trámite el recurso de inconsti-
tucionalidad número 2977-2010, promo-
vido por el Presidente del Gobierno, 
contra los artículos 1, 2 y 3, apartado 2, 
de la disposición derogatoria, y el párrafo 
segundo de la disposición final segunda 
de la Ley 2/2010, de 31 de marzo, de la 
Generalitat, de Medidas de Protección y 
Revitalización del Conjunto Histórico de 
la Ciudad de Valencia. Y se hace constar 
que por el Presidente del Gobierno se ha 
invocado el artículo 161.2 de la Consti-
tución, lo que produce la suspensión de 
la vigencia y aplicación de los preceptos 
impugnados desde la fecha de interposi-
ción del recurso –9 de abril de 2010– 
para las partes del proceso, y desde la 
publicación del correspondiente edicto 
en el «Boletín Oficial del Estado» para los 
terceros.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

RECURSO de inconstitucionalidad nú-
mero  2085-2010, en relación con el 
artículo 9.2 de la Ley Orgánica 4/2000, 
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de 11 de enero, sobre derechos y liber-
tades de los extranjeros en España y su 
integración social. («BOE» núm. 103 de 
29 de abril de 2010.)

El Pleno Tribunal Constitucional, por 
providencia de 14 de abril actual, ha ad-
mitido a trámite el recurso de inconstitu-
cionalidad número 2085-2010, promo-
vido por el Parlamento de Navarra contra 
el artículo 9.2 de la Ley Orgánica 4/2000, 
de 11 de enero, sobre derechos y liber-
tades de los extranjeros en España y su 
integración social en la redacción dada 
al mismo por el apartado once del ar-
tículo único de la Ley Orgánica 2/2009, 
de 11 de diciembre, de reforma de la Ley 
Orgánica 4/2000.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

RECURSO de inconstitucionalidad nú-
mero  2502-2010, en relación con di-
versos preceptos de la Ley del Parlamento 
de Cataluña 24/2009, de 23 de diciembre, 
del Síndic de Greuges. («BOE» núm. 103 
de 29 de abril de 2010.)

El Pleno Tribunal Constitucional, por 
providencia de 14 de abril actual, ha ad-
mitido a trámite el recurso de inconstitu-
cionalidad número 2502-2010, promo-
vido por el Defensor del Pueblo contra 
los arts. 1.b); 3.1; 26.b), inciso «la Admi-
nistración local», y c), inciso «o a la Ad-
ministración local», y 68 a 78, ambos 
inclusive, de la Ley del Parlamento de 
Cataluña 24/2009, de 23 de diciembre, 
del Síndic de Greuges.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

RECURSO de inconstitucionalidad nú-
mero  2539-2010, en relación con di-

versos preceptos de la Ley 26/2009, de 
23 de diciembre, de Presupuestos Gene-
rales del Estado para 2010. («BOE» núm. 
103 de 29 de abril de 2010.)

El Pleno Tribunal Constitucional, por 
providencia de 14 de abril actual, ha ad-
mitido a trámite el recurso de inconstitu-
cionalidad número 2539-2010, promo-
vido por más cincuenta Diputados del 
Grupo Popular en el Congreso de los Di-
putados contra los artsículos 1, 2, 4 y 6, 
así como contra los capítulos económicos 
y anexos en ellos citados y disposiciones 
adicionales vigésima «Proyectos concer-
tados de investigación de los programas 
nacionales científicos-tecnológicos», tri-
gésima primera «Creación de agencias 
estatales», trigésima segunda «Fondo de 
reserva de la entidad pública empresarial 
Loterías y Apuestas del Estado», trigésima 
cuarta «Comercialización de los juegos 
que gestiona Loterías y Apuestas del Es-
tado», cuadragésima séptima «Cumpli-
miento de determinadas disposiciones 
adicionales de los Estatutos de Autonomía 
de Andalucía y Aragón» y quincuagésima 
primera «Refundición de los Organismos 
Autónomos Instituto para la Vivienda de 
las Fuerzas Armadas y Gerencia de 
Infraestructuras y Equipamiento de la De-
fensa» de la Ley 26/2009, de 23 de di-
ciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para 2010.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

RECURSO de inconstitucionalidad nú-
mero  2602-2010, en relación con di-
versos preceptos del Real Decreto-ley 
9/2009, de 26 de junio, sobre reestructu-
ración bancaria y reforzamiento de los 
recursos propios de las entidades de cré-
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dito. («BOE» núm. 103 de 29 de abril de 
2010.)

El Pleno Tribunal Constitucional, por 
providencia de 14 de abril actual, ha ad-
mitido a trámite el recurso de inconstitu-
cionalidad número 2602-2010, promo-
vido por el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Extremadura contra los arts. 7.8 
y 8 y, por conexión, contra las disposi-
ciones finales tercera y sexta del Real 
Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre 
reestructuración bancaria y reforzamiento 
de los recursos propios de las entidades 
de crédito.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

RECURSO de inconstitucionalidad nú-
mero  2603-2010, en relación con di-
versos preceptos del Real Decreto-ley 
9/2009, de 26 de junio, sobre reestructu-
ración bancaria y reforzamiento de los re-
cursos propios de las entidades de crédito. 
(«BOE» núm. 103 de 29 de abril de 2010.)

El Pleno Tribunal Constitucional, por 
providencia de 14 de abril actual, ha ad-
mitido a trámite el recurso de inconstitu-
cionalidad número 2603-2010, promovido 
por la Xunta de Galicia contra los artículos 
6, 7 y 8 del Real Decreto-ley 9/2009, de 26 
de junio, sobre reestructuración bancaria y 
reforzamiento de los recursos propios de 
las entidades de crédito.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

RECURSO de inconstitucionalidad nú-
mero  2644-2010, en relación con di-
versos preceptos del Real Decreto-ley 
9/2009, de 26 de junio, sobre reestructu-
ración bancaria y reforzamiento de los re-

cursos propios de las entidades de crédito. 
(«BOE» núm. 103 de 29 de abril de 2010.)

El Pleno Tribunal Constitucional, por 
providencia de 14 de abril actual, ha ad-
mitido a trámite el recurso de inconstitu-
cionalidad número 2644-2010, promo-
vido por el Consejo de Gobierno de la 
Comunidad de Madrid contra los arts. 7 
y 8 y la disposición final sexta del Real 
Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre 
reestructuración bancaria y reforzamiento 
de los recursos propios de las entidades 
de crédito.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

RECURSO de inconstitucionalidad nú-
mero  2681-2010, en relación con di-
versos preceptos del Real Decreto-ley 
9/2009, de 26 de junio, sobre reestructu-
ración bancaria y reforzamiento de los re-
cursos propios de las entidades de crédito. 
(«BOE» núm. 103 de 29 de abril de 2010.)

El Pleno Tribunal Constitucional, por 
providencia de 14 abril actual, ha admi-
tido a trámite el recurso de inconstitucio-
nalidad número 2681-2010, promovido 
por el Gobierno de la Generalidad de 
Cataluña contra el artículo 8 y disposi-
ción final sexta del Real Decreto-ley 
9/2009, de 26 de junio, sobre reestructu-
ración bancaria y reforzamiento de los 
recursos propios de las entidades de cré-
dito.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

Cuestiones de inconstitucionalidad 

CUESTIÓN de inconstitucionalidad nú-
mero  5384-2005, en relación con el 
artículo 11.4 de la Ley 9/1997, de 22 de 

Boletín núm. 2109–Pág. 26



–  1099  –

           

diciembre, de medidas tributarias y admi-
nistrativas, de la Comunidad Autónoma de 
las Illes Balears. («BOE» núm. 103 de 29 
de abril de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por Auto de 14 de abril actual, ha acor-
dado declarar la extinción de la cuestión 
de inconstitucionalidad núm. 5384-2005, 
por desaparición sobrevenida de su ob-
jeto, planteada por la Sala de lo Social del 
Tribunal Superior de Justicia de las Illes 
Balears, en relación con el artículo  11.4 
de la Ley 9/1997, de 22 de diciembre, de 
medidas tributarias y administrativas de 
la Comunidad Autónoma de las Illes Ba-
lears, que fue admitida a trámite por pro-
videncia de 22 de noviembre de 2005.

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

CUESTIÓN de inconstitucionalidad nú-
mero  8912-2006, en relación con el 
artículo 92.8 del Código Civil, en la redac-
ción dada al mismo por la Ley 15/2005, 
de 8 de julio. («BOE» núm. 103 de 29 de 
abril de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 14 de abril actual, ha 
acordado admitir a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 8912-2006 
planteada por la Sección Quinta de la 
Audiencia Provincial de Las Palmas de 
Gran Canaria, rollo de apelación núm. 
291/2006, en relación con el artículo  
92.8 del Código Civil, en la redacción 
dada al mismo por la Ley 15/2005, de 8 
de julio, por posible vulneración de los 
arts. 14, 24, 39 y 117 de la Constitución, 
y, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 10.1 c) LOTC, en la redacción 
dada por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 
de mayo, reservar para sí el conocimiento 
de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo 37.2 LOTC, en su nueva redac-
ción, quienes sean parte en el procedi-
miento judicial, rollo de apelación núm. 
291/2006, podrán personarse ante este 
Tribunal dentro de los quince días si-
guientes a la publicación del presente 
edicto en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

CUESTIÓN de inconstitucionalidad nú-
mero  546-2010, en relación con el ar-
tículo 5.1 de la Ley 25/1994, de 12 de 
julio, por la que se incorpora al ordena-
miento jurídico español la Directiva 
89/552/CEE, sobre la coordinación de 
disposiciones legales, reglamentarias y 
administrativas de los Estados miembros 
relativas al ejercicio de actividades de ra-
diodifusión televisiva. («BOE» núm. 103 
de 29 de abril de 2010)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 14 de abril actual, ha 
acordado admitir a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 546-2010 
planteada por la Sección Tercera de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo, en el recurso núm. 
1/104/2004, en relación con el artículo  
5.1 de la Ley 25/1994, de 12 de julio, por 
la que se incorpora al ordenamiento jurí-
dico español la Directiva 89/552/CEE, 
sobre la coordinación de disposiciones 
legales, reglamentarias y administrativas 
de los Estados miembros relativas al ejer-
cicio de actividades de radiodifusión te-
levisiva, por posible vulneración del ar-
tículo  38 de la CE, y, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 10.1 c) LOTC, 
en la redacción dada por la Ley Orgánica 
6/2007, de 24 de mayo, reservar para sí 
el conocimiento de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo  37.2 LOTC, en su nueva re-
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dacción, quienes sean parte en el proce-
dimiento judicial, recurso núm. 
1/104/2004, podrán personarse ante este 
Tribunal dentro de los quince días si-
guientes a la publicación del presente 
edicto en el «Boletín Oficial del Es-
tado».

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

CUESTIÓN de inconstitucionalidad nú-
mero  996-2010, en relación con el 
apartado segundo de la disposición adi-
cional trigésima cuarta de la Ley 55/1999, 
de 29 de diciembre, de Medidas fiscales, 
administrativas y del orden social, en la re-
dacción dada por la disposición final segunda 
de la Ley 25/2006, de 17 de julio. («BOE» 
núm. 103 de 29 de abril de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 14 de abril actual, ha 
acordado admitir a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 996-2010 
planteada por la Sección Primera de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de las 
Islas Baleares, en el procedimiento 
690/2008, en relación con el apartado 
segundo de la disposición adicional trigé-
sima cuarta de la Ley 55/1999, de 29 de 
diciembre, de Medidas fiscales, adminis-
trativas y del orden social, en la redac-
ción dada por la disposición final segunda 
de la Ley 25/2006, de 17 de julio, por 
posible vulneración del artículo  9.3 de 
la Constitución, y, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 10.1 c) LOTC en 
la redacción dada por la Ley Orgánica 
6/2007, de 24 de mayo, deferir a la Sala 
Primera, a la que por turno objetivo le ha 
correspondido, el conocimiento de la 
presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo  37.2 LOTC, en su nueva re-
dacción, quienes sean parte en el proce-

dimiento judicial núm. 690/2008, podrán 
personarse ante este Tribunal dentro de 
los quince días siguientes a la publica-
ción del presente edicto en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.

CUESTIÓN de inconstitucionalidad nú-
mero  1473-2010, en relación con el 
artículo 132, apartados 2 y 3 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Ré-
gimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y Procedimiento Administrativo 
Común. («BOE» núm. 103 de 29 de abril 
de 2010.)

El Pleno del Tribunal Constitucional, 
por providencia de 14 de abril actual, ha 
acordado admitir a trámite la cuestión de 
inconstitucionalidad número 1473-2010 
planteada por el Juzgado de lo Conten-
cioso Administrativo número 12 de Bar-
celona, en el procedimiento abreviado 
núm. 304/2008, en relación con el ar-
tículo  132, apartados 2 y 3 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Ré-
gimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y Procedimiento Administrativo 
Común, por posible vulneración de los 
arts. 9 y 103 CE, y, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 10.1 c) LOTC, 
en la redacción dada por la Ley Orgánica 
6/2007, de 24 de mayo, reservar para sí 
el conocimiento de la presente cuestión.

De conformidad con lo establecido en 
el artículo  37.2 LOTC, en su nueva re-
dacción, quienes sean parte en el proce-
dimiento abreviado núm. 304/2008, po-
drán personarse ante este Tribunal dentro 
de los quince días siguientes a la publica-
ción del presente edicto en el «Boletín 
Oficial del Estado».

Madrid, 14 de abril de 2010.–La Secre-
taria de Justicia del Pleno, Herminia Pa-
lencia Guerra.
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TRIBUNAL SUPREMO

Sentencias 

Sentencia de 9 de marzo de 2010, de la 
Sala Tercera del Tribunal Supremo, por la 
que se anula el Real Decreto 1338/2006, 
de 21 de noviembre, por el que se desa-
rrollan determinados aspectos del artículo 
93 de la Ley 29/2006, de fecha 26 de 
junio, de garantías y uso racional de medi-
camentos y productos sanitarios en el marco 
del sistema de precios de referencia. («BOE» 
núm. 107 de 3 de mayo de 2010.)

En el recurso contencioso-administra-
tivo n.º 12/2007, interpuesto por la Pro-
curadora doña Nuria Munar Serrano en 
nombre y representación de las mercan-
tiles Lilly, S.A., Spaly Bioquímica, S.A. 
(antes Geserco, S.A.), Elanco Valquímica, 
S.A., Dista S.A., e Irisfarma, S.A. (antes 
Derly), la Sala Tercera (Sección Cuarta) ha 
dictado sentencia, en fecha 9 de marzo 
de 2010, que contiene el siguiente fallo:

FALLAMOS

Estimamos el recurso contencioso ad-
ministrativo número 12/2007 interpuesto 
por la representación procesal de las So-
ciedades Anónimas Lilly, S.A., Spaly Bio-
química, S.A. (antes Geserco, S.A.), 
Elanco Valquímica, S.A., Dista S.A., Iris-
farma, S.A. (antes Derly), contra el Real 
Decreto 1338/2006 de 21 de noviembre, 
por el que se desarrollan determinados 
aspectos del artículo 93 de la Ley 29/2006, 
de 26 de julio, de garantías y uso racional 
de los medicamentos y productos sanita-
rios en el marco del sistema de precios de 
referencia, que anulamos por no ser con-
forme a Derecho por haberse omitido el 
informe preceptivo previsto en el artículo  
67.2.1.º de la Ley 16/2003.

De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo  72.2 de la Ley de la Jurisdicción 

publíquese este fallo en el Boletín Oficial 
del Estado.

No ha lugar a hacer expresa condena 
en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se 
insertará en la Colección Legislativa, lo 
pronunciamos, mandamos y firmamos.–
Presidente: Excmo. Sr. don Ricardo Enrí-
quez Sancho; Magistrados: Excmo. Sr. 
don  Segundo Menéndez Pérez; Excmo. 
Sr. don Enrique Lecumberri Martí; Excmo. 
Sr. don Santiago Martínez-Vares García; 
Excma. Sra. doña Celsa Picó Lorenzo; 
Excmo. Sr. don Antonio Martí García.

MINISTERIO DE ASUNTOS EXTERIORES 
Y DE COOPERACIÓN

ACUERDO entre el Reino de España y la 
República de Finlandia sobre protección 
recíproca de la información clasificada, 
hecho en Madrid el 9 de junio de 2009. 
(Publicado en el «BOE» núm. 98 de 23 de 
abril de 2010.)

ACUERDO de Estabilización y Asociación 
entre las Comunidades Europeas y sus 
Estados Miembros, por una parte, y la 
República de Montenegro, por otra, hecho 
en Luxemburgo el 15 de octubre de 2007. 
(Publicado en el «BOE» núm. 105 de 30 
de abril de 2010.)

MINISTERIO DE ECONOMÍA Y HACIENDA

RESOLUCIÓN de 22 de abril de 2010, de 
la Intervención General de la Administra-
ción del Estado, por la que se publica la 
modificación del Acuerdo del Consejo de 
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Ministros de 30 de mayo de 2008, por el 
que se da aplicación a la previsión de los 
artículos 152 y 147 de la Ley General 
Presupuestaria, respecto al ejercicio de la 
función interventora en régimen de requi-
sitos básicos. («BOE» núm. 109 de 5 de 
mayo de 2010.)

El Consejo de Ministros, en su reunión 
de 16 de abril de 2010, ha modificado el 
Acuerdo aprobado con fecha 30 de mayo 
de 2008 («BOE» n.º 143, de 13 de junio), 
por el que se da aplicación a la previsión 
de los artículos 152 y 147 de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, respecto al ejercicio de la 
función interventora en régimen de requi-
sitos básicos.

Considerando necesaria la publicidad 
del mencionado Acuerdo, he resuelto or-
denar su publicación en el «Boletín Ofi-
cial del Estado», a cuyo efecto figura su 
texto como anexo a esta Resolución.

Madrid, 22 de abril de 2010.–El Inter-
ventor General de la Administración del 
Estado, José Alberto Pérez Pérez.

ANEXO

Acuerdo por el que se modifica el 
Acuerdo de Consejo de Ministros de 30 
de mayo de 2008, por el que se da 
aplicación a la previsión de los artícu-
los 152 y 147 de la Ley General Presu-
puestaria, respecto al ejercicio de la 
función interventora en régimen de re-

quisitos básicos

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El último Acuerdo por el que se da 
aplicación a la previsión de los artículos 
152 y 147 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, res-
pecto del ejercicio de la función interven-
tora en régimen de requisitos básicos, fue 
aprobado por el Consejo de Ministros, en 
su reunión de 30 de mayo de 2008.

Los motivos que justificaron en su mo-
mento la necesidad del mismo fueron, de 
una parte, las importantes reformas nor-
mativas operadas desde los Acuerdos pre-
cedentes de 2002 y 2003 y, de otra, la 
experiencia adquirida en el ejercicio del 
control de ciertos tipos gastos.

Desde el Acuerdo de 2008 y a lo largo 
del 2009 se han aprobado diversas dispo-
siciones normativas que han tenido por 
objeto el establecimiento de medidas di-
rigidas a incentivar la economía en el 
conjunto del territorio para hacer frente a 
la situación actual de crisis económica y 
que han supuesto, entre otros aspectos, 
un incremento significativo de las opera-
ciones financieras del Estado, en espe-
cial, a través de la concesión de prés-
tamos con el objetivo de inyectar liquidez 
en la economía.

Ahora bien, al mismo tiempo y en el 
contexto actual, resulta imprescindible 
establecer los adecuados mecanismos de 
control del cumplimiento del objetivo de 
la estabilidad presupuestaria.

A tales efectos, el artículo 63 de la re-
cién aprobada Ley 26/2009, de 23 de 
diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2010, ha introdu-
cido como requisito para la tramitación 
del procedimiento de concesión, con 
cargo al Capítulo 8, de préstamos y 
anticipos a las entidades del sector pú-
blico comprendidas en el ámbito de apli-
cación del artículo 2 del texto refundido 
de la Ley General de Estabilidad Presu-
puestaria, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2007, de 28 de diciembre, 
un informe preceptivo y vinculante del 
Ministerio de Economía y Hacienda.

Asimismo, la Orden EHA/760/2010, 
de 16 de marzo, por la que se dictan las 
instrucciones para el cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 63 de la citada 
Ley 26/2009, de 23 de diciembre, deter-
mina que órgano del departamento ha de 
recibir y tramitar las solicitudes de in-
forme, el momento del procedimiento en 
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que debe examinarlas y la documenta-
ción que ha de acompañar a las solici-
tudes para poder proceder a la emisión 
del informe.

En consecuencia, la modificación del 
Acuerdo de Consejo de Ministros del 
2008 responde a la necesidad de incor-
porar, como extremo de preceptiva com-
probación, el citado informe en aquellos 
apartados relativos a tipos de gastos y 
expedientes afectados por el artículo 63 
anteriormente señalado.

Por todo lo anteriormente expuesto y 
en cumplimiento del artículo 152 de la 
Ley General Presupuestaria, a propuesta 
de la Ministra de Economía y Hacienda, 
previo informe de la Intervención General 
de la Administración del Estado, el Con-
sejo de Ministros en su reunión de 16 de 
abril de 2010, ha adoptado el siguiente

ACUERDO

Primero.–Se modifica el apartado de-
cimoctavo del Acuerdo de Consejo de 
Ministros de 30 de mayo de 2008, que 
queda con la siguiente redacción:

«Decimoctavo.–Para los expedientes 
de subvenciones y ayudas públicas a los 
que resulte de aplicación la Ley 38/2003, 
de 17 de noviembre, General de Subven-
ciones, los extremos adicionales a que se 
refiere el apartado primero.1.g) del pre-
sente Acuerdo serán los siguientes:

1.  Subvenciones a conceder en ré-
gimen de concurrencia competitiva:

A)  Aprobación del gasto:

a)  Que existen las bases reguladoras 
de la subvención y que han sido, en su 
caso, publicadas en el «Boletín Oficial 
del Estado».

b)  Que en la convocatoria figuran los 
créditos presupuestarios a los que se im-
puta la subvención y la cuantía total 
máxima de las subvenciones convocadas, 
así como, en su caso, el establecimiento 
de una cuantía adicional máxima, en 

aplicación del artículo 58 del Reglamento 
de la Ley General de Subvenciones.

c)  Que en la convocatoria figuran los 
criterios de valoración de las solicitudes 
y que éstos son conformes con los esta-
blecidos en las correspondientes bases 
reguladoras.

d)  Cuando se trate de expedientes de 
aprobación de gasto por la cuantía adi-
cional del artículo 58 del Reglamento de 
la Ley General de Subvenciones, una vez 
obtenida la financiación adicional, se ve-
rificará como extremo adicional a los 
previstos en el apartado primero.1.g), que 
no se supera el importe establecido en la 
convocatoria.

e)  Que existe, en su caso, el informe 
favorable del Ministerio de Economía y 
Hacienda a que se refiere el artículo 63 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2010.

B)  Compromiso del gasto:

a)  Que existe el informe del órgano 
colegiado correspondiente sobre la eva-
luación de las solicitudes

b)  Que existe el informe del órgano 
instructor en el que conste que de la in-
formación que obra en su poder se des-
prende que los beneficiarios cumplen 
todos los requisitos necesarios para ac-
ceder a las mismas.

c)  Que la propuesta de resolución 
del procedimiento expresa el solicitante 
o la relación de solicitantes a los que se 
va a conceder la subvención y su 
cuantía.

C)  Reconocimiento de obligaciones:

a)  Para aquellas subvenciones en las 
que su normativa reguladora prevea que 
los beneficiarios han de aportar garantías, 
que se acredita la existencia de dichas 
garantías.

b)  En caso de realizarse pagos a 
cuenta, que están previstos en la norma-
tiva reguladora de la subvención.
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c)  Acreditación en la forma estable-
cida en la normativa reguladora de la sub-
vención, que el beneficiario se halla al 
corriente de obligaciones tributarias y frente 
a la Seguridad Social y no es deudor por 
resolución de procedencia de reintegro.

d)  Que se acompaña certificación a 
que se refiere el artículo 88.3 del Regla-
mento de la Ley General de Subven-
ciones, expedida por el órgano encar-
gado del seguimiento de la subvención.

2.  Subvenciones de concesión di-
recta:

A)  Aprobación y compromiso del 
gasto:

a)  Que la concesión directa de la 
subvención se ampara en alguna de las 
normas que, según la normativa vigente, 
habilitan para utilizar este procedi-
miento.

b)  Acreditación en la forma estable-
cida en la normativa reguladora de la 
subvención, que el beneficiario se halla 
al corriente de obligaciones tributarias y 
frente a la Seguridad Social y no está in-
curso en las prohibiciones para obtener 
dicha condición, previstas en los apar-
tados 2 y 3 del artículo 13 de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones.

c)  Que existe, en su caso, el informe 
favorable del Ministerio de Economía y 
Hacienda a que se refiere el artículo 63 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2010.

B)  Reconocimiento de obligaciones.–
Se comprobarán los mismos extremos 
previstos en el apartado relativo al reco-
nocimiento de la obligación de las sub-
venciones concedidas en régimen de 
concurrencia competitiva.»

Segundo.–Se modifica el apartado vi-
gésimo del Acuerdo de Consejo de Minis-
tros de 30 de mayo de 2008, que queda 
con la siguiente redacción:

«Vigésimo.–Para los expedientes de 
convenios celebrados con Entidades Co-
laboradoras en el marco de la Ley 
38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, los extremos adicio-
nales a que se refiere el apartado 
primero.1.g) del presente acuerdo serán 
los siguientes:

1. Suscripción de convenios con Enti-
dades Colaboradoras:

a)  Que el objeto del convenio a ce-
lebrar con la Entidad Colaboradora no 
esté comprendido en los contratos regu-
lados por la Ley de Contratos del Sector 
Público.

b)  Acreditación en la forma estable-
cida en la normativa reguladora de la 
subvención, que la entidad colaboradora 
se halla al corriente de obligaciones tri-
butarias y frente a la Seguridad Social y 
que no está incurso en las prohibiciones 
para obtener dicha condición, previstas 
en los apartados 2 y 3 del artículo 13 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, Ge-
neral de Subvenciones.

c)  Que existe informe del servicio 
jurídico.

d)  Que no tiene una duración supe-
rior a la legalmente prevista y, en el caso 
de que se haya previsto la posibilidad de 
prórroga del convenio, que ésta no su-
pera el plazo legalmente establecido.

e)  Que existe, en su caso, el informe 
favorable del Ministerio de Economía y 
Hacienda a que se refiere el artículo 63 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2010.

2.  Prórroga y modificaciones de los 
convenios:

a)  Que está prevista en el convenio.

b)  Que se acompaña informe del ser-
vicio jurídico.
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c)  Que, en su caso, no se superan los 
límites de duración previstos en el con-
venio.

d)  Que existe, en su caso, el informe 
favorable del Ministerio de Economía y 
Hacienda a que se refiere el artículo 63 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2010

3.  Reconocimiento de la obligación.–
Para aquellas subvenciones en que su 
normativa reguladora prevea que las en-
tidades colaboradoras deben aportar ga-
rantías, que se acredita la existencia de 
dichas garantías.»

Tercero.–Se modifica el apartado vigé-
simo primero del Acuerdo de Consejo de 
Ministros de 30 de mayo de 2008, que 
queda con la siguiente redacción:

«Vigésimo primero.–En los expedientes 
de convenios de colaboración, los ex-
tremos adicionales a que se refiere el 
apartado primero.1.g) del presente 
Acuerdo serán los siguientes:

1.  En los expedientes que por su con-
tenido estuviesen incluidos en el ámbito 
de aplicación de la Ley de Contratos del 
Sector Público u otras normas administra-
tivas especiales, el régimen de fiscaliza-
ción y los extremos adicionales que, en 
su caso, deban verificarse, serán los 
mismos que se apliquen a la categoría de 
gasto correspondiente.

2.  En los expedientes que por su ob-
jeto impliquen una subvención o ayuda 
pública se verificarán los requisitos esta-
blecidos en el presente Acuerdo para di-
chos expedientes.

3.  En los restantes expedientes:

3.1  Convenios de colaboración con 
Comunidades Autónomas:

3.1.1  Suscripción:

a)  Que existe la previa autorización 
para la suscripción del convenio por la 

Comisión Delegada del Gobierno para 
Política Autonómica.

b)  Que existe informe del Servicio 
Jurídico sobre el texto del convenio.

c)  Que existe informe del Ministerio 
o Ministerios afectados.

d)  Que existe, en su caso, el informe 
favorable del Ministerio de Economía y 
Hacienda a que se refiere el artículo 63 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2010.

3.1.2  Modificaciones:

a)  Que, en su caso, existe la previa 
autorización de dichas modificaciones 
por la Comisión Delegada del Gobierno 
para Política Autonómica.

b)  Que existe informe del Servicio 
Jurídico sobre el texto de la modifica-
ción.

c)  Que existe, en su caso, el informe 
favorable del Ministerio de Economía y 
Hacienda a que se refiere el artículo 63 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2010.

3.1.3  Reconocimiento de la obliga-
ción:

a)  En su caso, certificación expedida 
por el órgano previsto por el convenio de 
colaboración, acreditativa del cumpli-
miento de los requisitos establecidos en 
el mismo para realizar los pagos.

3.2  Convenios de colaboración con 
otras Entidades Públicas o con personas 
físicas o jurídicas sujetas a derecho pri-
vado:

3.2.1  Suscripción:

a)  Que existe informe del Servicio 
Jurídico sobre el texto del convenio.

b)  Que existe, en su caso, el informe 
favorable del Ministerio de Economía y 
Hacienda a que se refiere el artículo 63 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
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de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2010.

3.2.2 Modificaciones:

a)  Que existe informe del Servicio 
Jurídico sobre el texto del convenio.

b)  Que existe, en su caso, el informe 
favorable del Ministerio de Economía y 
Hacienda a que se refiere el artículo 63 
de la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2010.

3.2.3  Reconocimiento de la obliga-
ción:

a)  En su caso, certificación expedida 
por el órgano previsto por el convenio de 
colaboración, acreditativa del cumpli-
miento de los requisitos establecidos en 
el mismo para realizar los pagos.»

Dado en Madrid, a 16 de abril de 
2010.–La Vicepresidenta Segunda del 
Gobierno y Ministra de Economía y Ha-
cienda, Elena Salgado Méndez.
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